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A raíz de la respuesta ciudadana a la sentencia del caso descrito como “la manada” -en el que un tribunal ha interpretado que
una violación de una mujer por un grupo de cinco hombres, en la que se desarrolló todo el repertorio de violencia, intimidación,
sadismo y humillación que podamos imaginar, era un tema que podía calificarse simplemente de “abuso”-   las instituciones y
colectivos de jueces y fiscales se han sentido ofendidas y han pedido respeto a sus decisiones.

Estos movimientos corporativistas son típicos en la mayoría de las profesiones colegiadas, sobre todo en aquellas formadas
por funcionarios. Se defienden los unos a los otros, porque así se sienten más protegidos. Pero, ¿quién defiende a los
ciudadanos, que con nuestros impuestos sostenemos el aparato del Estado, aparato en el que se incluyen jueces y fiscales?

En un comunicado oficial, el señor Carlos Lesmes, presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial,
defiende el papel de sus colegas y concluye lapidariamente que “son los jueces y magistrados el más importante baluarte para
la protección y defensa de todas las víctimas”.

¿De todas? ¿También de las víctimas que discrepan de su modo de hacer?

Porque muchos ciudadanos no estamos de acuerdo con la mayoría de las decisiones que se toman desde el estamento judicial
y nos gustaría que ese estamento, que teóricamente nos defiende, hiciera autocrítica y la compartiera con nosotros.

 

● No estamos de acuerdo en absoluto con los argumentos del tribunal de la Audiencia de Navarra para justificar una
sentencia “light” en un caso de violación múltiple.

● No estamos de acuerdo con los comentarios del magistrado discrepante, señor Ricardo González, entre los que señala 
“no aprecio en ninguno de los vídeos y fotografías signo alguno de violencia, fuerza o brusquedad ejercida por parte de
los varones sobre la mujer”.

● No estamos de acuerdo que haya sido designada presidenta del Tribunal del caso de Alsasua la señora Concepción
Espejel, ya que su condición de esposa de un coronel de la Guardia Civil cuestiona razonablemente su imparcialidad,
teniendo en cuenta que la denuncia procede de unos integrantes del cuerpo.

● No estamos de acuerdo con la repetida práctica del ministerio del Interior, que consiste en condecorar a jueces y
magistrados, empañando con ello la distancia obligada por la separación de poderes.

● No estamos de acuerdo con los argumentos que presenta el fiscal señor José Perals en el caso de Alsasua (que califica
como “terrorismo” una pelea en un bar, de madrugada, y en un fin de semana), ni tampoco con la forma de explicitarlos.
Entre otras cosas dice: “Estos jóvenes son herederos de una ideología política y de que ésta se puede defender con
violencia”. “Que no vengan aquí a pedir perdón dentro de veinte años”. “Afortunadamente en este caso no hay muertos,
pero hay lesiones que provocan terror que se transmite a los habitantes de Alsasua, de la comarca y de Navarra”. “Todo
ello es parte de una estrategia. Aunque el frente armado dejó de matar en 2011, el resto de dinámicas siguen activas. Los
pasacalles están muy bien, pero siguen el ideario terrorista”.

● No estamos de acuerdo con que todo se base en los informes de la propia Guardia Civil, que tiene en este caso un triple
papel: víctima, acusación particular e informante.

● No estamos de acuerdo con que jueces y magistrados utilicen sistemáticamente como “policía judicial”  a la propia
Guardia Civil, que es un cuerpo paramilitar con otras atribuciones.

● No estamos de acuerdo con que esos jueces y magistrados no se sirvan de los cuerpos de seguridad de aquellos
territorios que los tienen (la Ertzaina en el País Vasco y los Mossos d’Esquadra en Catalunya), que por su conocimiento
de la realidad local podrían informar con mayor rigor.

● No estamos de acuerdo con que, en el caso de Catalunya, las mismas fuerzas que fueron destinadas a reprimir a los
votantes del primero de octubre, fueran las que luego produjeran los informes para que los magistrados Lamela y Llarena
preparasen su instrucción.

● No estamos de acuerdo con la aplicación de la presión preventiva por razones de discrepancia ideológica.
● No estamos de acuerdo con que la Audiencia Nacional, que nació como un tribunal de excepción en una coyuntura

histórica determinada, se haya perpetuado. En la actualidad no se justifica.
● No estamos de acuerdo que el Tribunal Constitucional, que no es propiamente un tribunal sino un órgano de naturaleza

política, se inmiscuya en temas que no le competen, como un Tribunal Supremo complementario.

 

No estamos de acuerdo y queremos que se nos atienda.

Hace ya largo tiempo que el barón de Montesquieu definió el concepto de la separación de poderes para evitar el dominio
absoluto del monarca de turno. Montesquieu, un noble ilustrado, lo tenía muy claro: “Es una experiencia eterna que todo
hombre que tiene poder siente inclinación a abusar de él, yendo  hasta donde encuentra límites”.  Y para poner esos límites
estableció la distinción entre el poder ejecutivo, el legislativo y el judicial.

Y cuando nos referimos al poder judicial, estamos describiendo una organización que trabaja con unas reglas de juego para
asegurar la convivencia. Y aquí surge el problema. ¿Quién establece las reglas de juego?  Nos dirán que las reglas de juego se
producen de forma natural, de abajo arriba, lo cual sería extraordinario en una sociedad ideal, donde todos tuvieran la
posibilidad de desarrollarse en función de sus capacidades y tuvieran además el poder de expresar su voluntad participativa.
Pero la vida real es otra cosa.

En la vida real el ciudadano se encuentra con un conjunto farragoso de reglamentos, procedimientos, normas y leyes que
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actúan como un corsé y limitan sus aspiraciones. El ciudadano pide Justicia y se le ofrece Derecho. Y Justicia y Derecho son
dos cosas diferentes. Jueces, fiscales, magistrados y tribunales no son la Justicia. Son administradores del Derecho corriente,
Derecho que puede ser justo o injusto, en función del contexto político en el cual opera.

Es por ello que escudarse en la interpretación de las leyes para penalizar una conducta que se aparta del canon es, en muchas
ocasiones, una forma de contribuir al desajuste social. Toda ley, desde la más simple a la más compleja, está asociada a un
código político. Y quien acata una ley injusta, siendo consciente de que lo es, es tan culpable como el que la produce.

El sistema judicial español debería reflexionar y apartarse del poder ejecutivo y del legislativo. Independizarse de verdad y
asumir el coste. Sabemos que no es fácil. Alexander Hamilton, el gran estadista norteamericano y uno de los Padres
Fundadores de la república, decía que el poder judicial era el más débil, luego el más influenciable.

Buena prueba de esta perniciosa influencia la tenemos en el detallado contenido de la querella presentada contra el poder
judicial y contra el sistema de designación de jueces y magistrados de los altos tribunales, por parte del colectivo de abogados
Atenes, cuyo resumen se puede encontrar en “De otras webs”.

Mientras tanto, los ciudadanos de a pie sólo podemos adherirnos a estos movimientos y poner de manifiesto nuestro derecho a
discrepar.
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